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REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. LAS ACCIONES TENDIENTES A LA 
PARIDAD DE GÉNERO EN LA ASIGNACIÓN DE CURULES POR ESE 
PRINCIPIO, NO VULNERAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A SER VOTADO 
EN PERJUICIO DE LOS CANDIDATOS PERDEDORES DE MAYORÍA 
RELATIVA. 

 

Un análisis integral de los artículos 35, fracción II, 41, fracción I, párrafo segundo, y 
116, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Federal, muestra que el derecho 
fundamental a ser votado en una elección de diputaciones locales por el principio 
de mayoría relativa se agota en la determinación del ganador por dicho principio 
electivo y, por consiguiente, no tiene el alcance normativo de proteger un lugar 
específico en las listas de candidatos de representación proporcional. Mientras que 
el propósito esencial de la representación proporcional es favorecer la pluralidad 
del órgano deliberativo, considerar que el derecho fundamental a ser votado bajo 
este principio electivo a su vez protege el acceso al poder público de ciertos 
individuos en particular, comprometería la realización de diversos fines 
constitucionales a los que los partidos políticos están obligados a contribuir como 
entidades de interés público, entre ellos la paridad de género en la integración de 
los órganos legislativos locales. En esta tesitura, las acciones para la asignación de 
diputaciones de representación proporcional que reajusten las listas definitivas de 
los partidos políticos con derecho a escaños y, por consiguiente, otorguen curules 
a los candidatos de un género sub-representado en el partido favorecido, no 
vulneran el derecho fundamental al sufragio pasivo de los candidatos perdedores 
de mayoría relativa. Ciertamente, la implementación concreta de esas medidas 
correctivas no está exenta de ser considerada violatoria de otros preceptos 
constitucionales, ni de tener que ceder cuando se oponga a algún otro derecho 
fundamental o principio rector en materia electoral. Sin embargo, en tanto que no 
hay colisión posible con el derecho al voto pasivo de los candidatos perdedores de 
mayoría relativa, un reajuste en este sentido no será inconstitucional por vulnerar la 
fracción II del artículo 35 de la Constitución Federal. Así, el derecho fundamental a 
ser votado de los candidatos de mayoría relativa que no resultaron ganadores por 
dicho principio electivo, no puede ser por sí mismo un argumento válido para que 
las entidades federativas dejen de implementar acciones tendientes a la paridad de 
género en la asignación de escaños por el diverso principio de representación 



proporcional ni, por tanto, para dejar de favorecer a través de esas medidas 
correctivas la integración paritaria de los Congresos Locales.  

  

Contradicción de tesis 275/2015. Entre las sustentadas por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 4 de junio de 2019. Mayoría de ocho votos de los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Votó 
en contra: Eduardo Medina Mora I. Ausentes: José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo 
Narváez Medécigo. 

 Criterios contendientes: 

 El sustentado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, al resolver el juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano SUP-JDC-1236/2015 y sus acumulados SUP-JDC-
1244/2015, SUP-JDC-1245/2015, SUP-JRC-666/2015, SUP-JRC-667/2015, SUP-
JRC-668/2015 y SUP-JRC-669/2015, y el diverso sustentado por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 
45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 
75/2014.  
 
El Tribunal Pleno, el veinticuatro de septiembre en curso, aprobó, con el número 
13/2019 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a 
veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve. 

 Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus 
acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014 aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de 
2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 16, Tomo I, marzo de 2015, página 675. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. LAS ACCIONES PARA FAVORECER 
LA INTEGRACIÓN PARITARIA DE UN CONGRESO LOCAL QUE REAJUSTEN 
LAS LISTAS DE CANDIDATOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS CON 
DERECHO A ESCAÑOS POR ESE PRINCIPIO, NO VULNERAN EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A VOTAR.  

 

Un análisis integral de los artículos 35, fracción I, 41, fracción I, párrafo segundo, y 
116, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Federal, muestra que el derecho 
fundamental a votar en una elección de diputaciones locales por el principio de 
representación proporcional protege únicamente la emisión del sufragio a favor de 
un partido político (o coalición de partidos), pero no la elección de una persona o 
fórmula de personas en específico. Mientras que el propósito esencial de la 
representación proporcional es favorecer la pluralidad del órgano deliberativo, 
considerar que el derecho fundamental a votar bajo este principio electivo protege 
a su vez la selección de una persona en particular comprometería la realización de 
diversos fines constitucionales a los que los partidos políticos están obligados a 
contribuir como entidades de interés público, entre ellos la paridad de género en la 
integración de los órganos legislativos locales. En esta tesitura, las acciones que 
para la asignación de diputaciones de representación proporcional reajusten las 
listas definitivas de los partidos políticos con derecho a escaños y, por consiguiente, 
otorguen curules a los candidatos de un género sub-representado en el partido 
favorecido, no vulneran el derecho fundamental de los ciudadanos al sufragio 
activo. Ciertamente, la implementación concreta de esas medidas correctivas no 
está exenta de ser considerada violatoria de otros preceptos constitucionales, ni de 
tener que ceder cuando se oponga a algún otro derecho fundamental o principio 
rector en materia electoral. Sin embargo, en tanto que no hay colisión posible con 
el derecho al voto activo, tal reajuste no será inconstitucional por vulnerar la fracción 
I del artículo 35 de la Constitución Federal. Así, el derecho fundamental a votar por 
legisladores locales de representación proporcional no puede ser, por sí mismo, un 
argumento válido para que las entidades federativas dejen de implementar acciones 
tendientes a la paridad de género en la asignación de escaños por dicho principio 
electivo ni, por tanto, para dejar de favorecer a través de esas medidas correctivas 
la integración paritaria de los Congresos Locales.  

  



 

Contradicción de tesis 275/2015. Entre las sustentadas por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 4 de junio de 2019. Mayoría de ocho votos de los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Votó 
en contra: Eduardo Medina Mora I. Ausentes: José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo 
Narváez Medécigo. 

 Criterios contendientes: 

 El sustentado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, al resolver el juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano SUP-JDC-1236/2015 y sus acumulados SUP-JDC-
1244/2015, SUP-JDC-1245/2015, SUP-JRC-666/2015, SUP-JRC-667/2015, SUP-
JRC-668/2015 y SUP-JRC-669/2015, y el diverso sustentado por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 
45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 
75/2014.  
 
El Tribunal Pleno, el veinticuatro de septiembre en curso, aprobó, con el número 
12/2019 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a 
veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve. 

 Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus 
acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de 
2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 16, Tomo I, marzo de 2015, página 675. 

 
 Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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PARIDAD DE GÉNERO. EL PRINCIPIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 41, 
FRACCIÓN I, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
TRASCIENDE A LA INTEGRACIÓN DE LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS DE 
LAS ENTIDADES FEDERATIVAS.  

 

De la interpretación gramatical, teleológica, sistemático-funcional e histórica del 
artículo 41, fracción I, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se desprende que el principio de paridad entre los géneros 
trasciende a la integración de los órganos representativos de las entidades 
federativas y, por lo tanto, no se agota en el registro o postulación de candidaturas 
por parte de los partidos políticos antes de la jornada electoral. En esta tesitura, las 
entidades federativas se encuentran constitucionalmente obligadas a establecer en 
su normativa local acciones tendientes a la paridad de género para la asignación 
de diputaciones por el principio de representación proporcional a los partidos 
políticos con derecho a escaños. Ciertamente pueden existir múltiples variantes en 
la implementación de tales medidas correctivas en el ámbito local, pues la 
distribución específica entre legisladores locales de mayoría relativa y 
representación proporcional forma parte de la libertad configurativa de las entidades 
federativas. Además, en los procesos electorales locales la paridad de género 
necesariamente coexiste con otros principios constitucionales que también deben 
ser respetados (por ejemplo: legalidad, certeza, imparcialidad y objetividad). No 
obstante, lo cierto es que garantizar –a través de la acción estatal– que mujeres y 
hombres tengan las mismas posibilidades de acceder a los congresos locales no 
es optativo para las entidades federativas. Por lo tanto, en sistemas electorales con 
modalidades de "listas abiertas" de candidaturas –es decir, donde los candidatos 
de representación proporcional no se definen sino hasta después de la jornada 
electoral, como sucede con las listas de "mejores perdedores" de mayoría relativa– 
o de "listas cerradas no bloqueadas" –es decir, donde el orden de prelación de los 
candidatos de representación proporcional se determina en función de la votación 
recibida en la elección de mayoría relativa–, la prohibición de reacomodos por razón 
de paridad de género en las listas definitivas de candidatos con que los partidos 
políticos finalmente participan en la asignación de escaños es inconstitucional.  

  

 



Contradicción de tesis 275/2015. Entre las sustentadas por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 4 de junio de 2019. Mayoría de ocho votos de los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Votó 
en contra: Eduardo Medina Mora I. Ausentes: José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo 
Narváez Medécigo. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, al resolver el juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano SUP-JDC-1236/2015 y sus acumulados SUP-JDC-
1244/2015, SUP-JDC-1245/2015, SUP-JRC-666/2015, SUP-JRC-667/2015, SUP-
JRC-668/2015 y SUP-JRC-669/2015, y el diverso sustentado por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 
45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 
75/2014.  
 
El Tribunal Pleno, el veinticuatro de septiembre en curso, aprobó, con el número 
11/2019 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a 
veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve. 

 Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus 
acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014 aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de 
2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 16, Tomo I, marzo de 2015, página 675.  

  
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN. ES COMPETENTE 
PARA CONOCER Y RESOLVER LA DEMANDA SOBRE EL PAGO DE 
REMUNERACIONES PROMOVIDA POR PERSONAS ELEGIDAS 
POPULARMENTE. 

 

De los artículos 114, 115, 117 y 125 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo, se colige que la relación que une tanto al 
presidente, como al síndico y a los regidores con el Ayuntamiento no es de 
naturaleza laboral, sino que el cargo que desempeñan obedece a la elección 
popular; entonces, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje no es competente para 
pronunciarse en torno a la demanda presentada por un regidor en la que reclama 
el pago de remuneraciones, porque al ser electos desarrollan el cargo no por ser 
trabajadores; de ahí que sea inaplicable la Ley de los Trabajadores al Servicio del 
Estado de Michoacán de Ocampo y de sus Municipios y, por tanto, el Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje del Estado no es competente para conocer del reclamo 
aludido. Ahora bien, de la interpretación de los artículos 127 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 156 de la Constitución Política y 16 de 
la Ley Orgánica Municipal, ambas de esa entidad, se advierte que la remuneración 
de los servidores públicos que desempeñan cargos de elección popular, es un 
derecho inherente a su ejercicio y se configura como una garantía institucional para 
el funcionamiento efectivo e independiente de la representación, por lo que toda 
afectación indebida a la retribución, vulnera el derecho fundamental a ser votado, 
en su vertiente de ejercicio del cargo. Así, de la interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 79, numeral 1, 80, numerales 1, inciso f) y 2 de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y 73 de la Ley 
de Justicia en Materia Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 
Michoacán de Ocampo, se colige que el tribunal electoral de esta entidad federativa 
tiene atribuciones para conocer de violaciones al derecho de ser votado, por lo que 
es competente para conocer de las impugnaciones vinculadas con el acceso y 
permanencia en cargos de elección popular, por estar relacionadas con el citado 
derecho y debe agotarse la respectiva instancia para cumplir con los requisitos de 
definitividad y firmeza, exigibles para la procedencia del juicio para la protección de 
los derechos político-electorales del ciudadano. 
  
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.  



  

 

Conflicto competencial 8/2018. Suscitado entre el Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje y el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, ambos del Estado de 
Michoacán. 8 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Uriel 
Torres Hernández. Secretaria: Sonia Suárez Ríos. 

 Nota: Esta tesis abandona el criterio sostenido por el propio tribunal, en la diversa 
XI.1o.A.T. J/6 (10a.), de título y subtítulo: "REGIDORES MUNICIPALES. AL NO 
SER TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO CARECEN DE ACCIÓN 
PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE NATURALEZA LABORAL, POR LO QUE 
EL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE INCURRE EN ILEGALIDAD SI 
SE PRONUNCIA RESPECTO A LA ACCIÓN INTENTADA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE MICHOACÁN).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 16 de enero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo II, enero de 2015, página 
1648.  
 
En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 
PC.XI. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE DEL ESTADO DE MICHOACÁN. ES INCOMPETENTE PARA 
CONOCER DE LA DEMANDA ENTABLADA POR UN REGIDOR EN LA QUE 
IMPUGNA LA NEGATIVA DEL AYUNTAMIENTO A PAGARLE DIVERSAS 
CANTIDADES QUE DEJÓ DE PERCIBIR DURANTE EL TIEMPO EN QUE 
FUNGIÓ CON ESA CALIDAD.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, Tomo II, marzo de 
2016, página 1388. 

La parte conducente de la ejecutoria relativa al conflicto competencial 8/2018, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de junio 
de 2019 a las 10:13 horas y en la página 5023 de esta Gaceta. 

Nota: Por ejecutoria del 14 de agosto de 2019, la Segunda Sala declaró 
improcedente la contradicción de tesis 79/2019 derivada de la denuncia de la que 
fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que uno de los Tribunales 
Colegiados de Circuito contendientes se apartó del criterio en contradicción, al 
plasmar uno diverso en posterior ejecutoria. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONTRA LAS RESOLUCIONES 
PRONUNCIADAS POR LOS TRIBUNALES ELECTORALES LOCALES EN 
CONFLICTOS RELATIVOS A LOS HABERES DE RETIRO DE LOS 
MAGISTRADOS QUE LOS INTEGRARON, AL NO TRATARSE, EN ESTRICTO 
SENTIDO, DE LA MATERIA ELECTORAL.  

 

La fracción XV del artículo 61 de la Ley de Amparo establece que el juicio 
constitucional es improcedente contra las resoluciones o declaraciones de las 
autoridades competentes en materia electoral; no obstante ello, los reclamos 
relativos al haber de retiro de los Magistrados integrantes de los Tribunales 
Electorales locales, en los que se alegan violaciones de derechos humanos, no 
actualizan esa causa de improcedencia al no tratarse en estricto sentido de la 
materia electoral y, por ende, contra las resoluciones relativas procede el juicio de 
amparo, en tanto que los derechos humanos que se aducen violados no se refieren 
al ejercicio de derechos políticos que incidan sobre el proceso electoral, y aunque 
se trata de actos emitidos por un Tribunal Electoral local, lo cierto es que la 
resolución del juicio respectivo no implica el análisis del régimen conforme al cual 
se logra la selección o el nombramiento, a través del voto de los ciudadanos y dentro 
de un proceso democrático, de quienes han de fungir como titulares de órganos de 
poder representativo del pueblo, a nivel estatal, sino prestaciones de los 
Magistrados que lo integraron, lo que no se traduce en que se reste o afecte la 
competencia del Tribunal Electoral como órgano judicial especializado en materia 
electoral, sino que se trata de medios de control con una tutela diversa que se 
armoniza.  

  

Contradicción de tesis 88/2018. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Segundo Circuito. 14 de enero de 2019. Unanimidad de diez votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Nínive Ileana Penagos Robles. 



 Criterios contendientes: 

 El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 77/2014, y el diverso sustentado por el Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
165/2015.  
 
El Tribunal Pleno, el cuatro de abril en curso, aprobó, con el número 10/2019 (10a.), 
la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a cuatro de abril de dos 
mil diecinueve. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 29 de abril de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo 
III 

Materia(s): Civil, 
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Página: 2316 

  

DERECHO POLÍTICO-ELECTORAL. CUANDO EN EL JUICIO RELATIVO LA 
AUTORIDAD RESTITUYE AL INTERESADO EN AQUÉL Y CON ELLO ANULA 
UNA DE LAS CONSECUENCIAS DEL ACTO DISCRIMINATORIO, ESA 
DETERMINACIÓN NO TIENE EL ALCANCE DE REPARAR EL DAÑO MORAL Y 
SU INDEMNIZACIÓN, POR LO QUE DEBEN SOLICITARSE EN UN 
PROCEDIMIENTO AUTÓNOMO (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO). 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que 
un acto discriminatorio supone varias consecuencias como pueden ser la 
declaración de nulidad del acto, la indemnización de los daños causados, la 
imposición de medidas reparatorias y disuasorias e, incluso, el establecimiento de 
sanciones penales. Además, la propia Sala determinó que dichas consecuencias 
gozan de independencia entre sí pues, a pesar de que se originan ante la existencia 
de un solo acto discriminatorio, cada una responde a una determinada intención en 
torno a dicho acto y son diversos los elementos que generan su actualización. En 
ese contexto, el derecho fundamental a una reparación integral, en caso de existir 
una violación está previsto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
como el derecho de las víctimas a que se reparen todas las consecuencias de la 
medida o situación que ha configurado la vulneración de sus derechos y que 
comprende el pago de una justa indemnización. Ahora bien, cuando en un juicio 
para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, la autoridad 
electoral restituye al interesado en su derecho electoral y, con ello, anula una de las 
consecuencias del acto discriminatorio, esa determinación sólo repara el derecho 
electoral objeto de ese juicio, pero no tiene el alcance de reparar integralmente en 
todos los derechos violados al quejoso. Ello en virtud de que el acto discriminatorio 
puede implicar una afectación en la persona en su integridad física, moral o 
psíquica, lo que no es subsanable por esa vía en tanto que en ésta no puede 
ordenarse la indemnización por los daños causados; de ahí que el quejoso tenga 
derecho a solicitar en un procedimiento autónomo al juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano, la reparación del daño moral causado 
y su respectiva indemnización. En ese sentido, del artículo 1916 del Código Civil 
para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, se advierte que la 
acción de daño moral tiene como finalidad indemnizar la afectación que, con motivo 



de un hecho ilícito, una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos o la 
consideración que de sí misma tienen los demás. Así, se concluye que la 
indemnización consiste en un derecho independiente al derecho político-electoral 
que ya fue resarcido. 
  
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO.  

  

Amparo directo 154/2018. Homero Rodríguez Bernal. 28 de junio de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Fernando Aragón 
González. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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COMISARIOS MUNICIPALES DEL ESTADO DE YUCATÁN. AL NO SER SU 
ELECCIÓN UN PROCESO ELECTORAL PROPIAMENTE DICHO, CONTRA SU 
REMOCIÓN POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL PROCEDE EL AMPARO 
INDIRECTO. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en 
revisión 1043/2007 y la acción de inconstitucionalidad 3/2005, sostuvo que la 
"materia electoral", para efectos de la improcedencia del juicio de amparo, 
comprende las cuestiones propias de los derechos políticos, como son las bases 
generales que instituyen los procesos de elección previstos directamente en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero que únicamente 
alcanza a los titulares del Poder Ejecutivo, a los integrantes del Poder Legislativo a 
nivel federal y estatal, así como a los presidentes municipales, regidores y síndicos 
como integrantes de los Ayuntamientos; y que los procedimientos para la 
designación de funcionarios auxiliares de éstos, aun cuando haya sido mediante 
comicios, no participan de la naturaleza electoral, pues no se rigen por los principios 
constitucionales previstos y acotados para los procesos de elección en la Ley 
Fundamental. Por tanto, aun cuando los comisarios municipales del Estado de 
Yucatán sean elegidos mediante el voto de la ciudadanía, esa elección no es un 
proceso electoral propiamente dicho y, por ende, el reclamo de su posible remoción 
por el presidente municipal es impugnable en el amparo indirecto, al no actualizarse 
las causas de improcedencia del juicio, previstas en las fracciones VII y XV del 
artículo 61 de la ley de la materia, máxime cuando de la normativa municipal en que 
se fundamenta la orden de destitución reclamada se advierte que la elección y 
reglas de funcionamiento de los comisarios municipales derivan de un 
procedimiento que aprueba y organiza el propio Ayuntamiento, y no de uno que 
proviene de una autoridad electoral. 
  
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS DE TRABAJO Y ADMINISTRATIVA DEL 
DÉCIMO CUARTO CIRCUITO.  

  

Queja 19/2017. 5 de octubre de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Paulino López 
Millán. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secretario: Denis Israel Puerto Loeza. 



 Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 1043/2007 
y la sentencia que recayó a la acción de inconstitucionalidad 3/2005 citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomos XXXIII, febrero de 2011, página 1313 y XXI, mayo de 2005, 
página 785, respectivamente. 

  
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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REGULACIÓN DE COMUNICACIÓN SOCIAL. EL PÁRRAFO OCTAVO DEL 
ARTÍCULO 134 CONSTITUCIONAL NO VERSA SOBRE MATERIA ELECTORAL. 

 

El párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución Federal establece los principios 
que deben regir las políticas de comunicación social de las autoridades de los tres 
órdenes de gobierno: el carácter institucional que debe animar a dicha 
comunicación social -en contraposición al uso personal de la publicidad oficial- y los 
fines informativos, educativos o de orientación social que debe perseguir. En este 
sentido, la comunicación social de las autoridades pertenecientes a todos los 
órdenes de gobierno no es un tema que pertenezca a lo que esta Suprema Corte 
ha considerado como materia electoral. Una muestra de ello es que el contenido de 
dicho precepto no se circunscribe al ámbito temporal de los "procesos electorales", 
sino que esos principios disciplinan la comunicación social en todo momento. Por 
tanto, el contenido de dicha porción no versa sobre materia electoral, a pesar de 
que pueda reconocerse que la comunicación social de las autoridades de todos los 
niveles de gobierno eventualmente pueda tener alguna incidencia en ese ámbito.  

  

Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, 
A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quienes formularon voto concurrente. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena 
Zubieta. 

  
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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PROPAGANDA ELECTORAL. EL ARTÍCULO 209, PÁRRAFO 5, DE LA LEY 
GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, EN LA 
PORCIÓN NORMATIVA QUE DICE: "QUE CONTENGA PROPAGANDA 
POLÍTICA O ELECTORAL DE PARTIDOS, COALICIONES O CANDIDATOS", ES 
INVÁLIDO. 

 

El citado precepto establece textualmente que: "La entrega de cualquier tipo de 
material que contenga propaganda política o electoral de partidos, coaliciones o 
candidatos, en el que se oferte o entregue algún beneficio directo, indirecto, mediato 
o inmediato, en especie o en efectivo, a través de cualquier sistema que implique la 
entrega de un bien o servicio, ya sea por sí o por interpósita persona está 
estrictamente prohibida a los partidos, candidatos, sus equipos de campaña o 
cualquier persona. Dichas conductas serán sancionadas de conformidad con esta 
Ley y se presumirá como indicio de presión al elector para obtener su voto". Ahora, 
si se tiene en cuenta que la razón del artículo 209, párrafo 5, de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, se encuentra en el propósito de evitar 
que el voto se exprese, no por los ideales políticos de un partido político o candidato, 
sino por las dádivas que influyan de manera decisiva en la emisión del sufragio, es 
indudable que la redacción de la norma innecesariamente plasmó en su texto una 
condición que hace prácticamente nugatoria la intención del precepto, porque 
bastará con que los bienes y productos entregados al electorado no contengan 
alusiones al partido o candidato respectivo para que, sabiendo quién fue la persona 
que los distribuyó, se produzca el daño que el legislador quiso evitar. En 
consecuencia, resulta inválida la porción normativa del párrafo 5 del artículo referido 
que dice: "que contenga propaganda política o electoral de partidos, coaliciones o 
candidatos".  

  

Acciones de inconstitucionalidad acumuladas 22/2014, 26/2014, 28/2014 y 
30/2014. Movimiento Ciudadano, Partido del Trabajo, Partido de la Revolución 
Democrática y Movimiento Ciudadano, respectivamente. 9 de septiembre de 2014. 
Unanimidad de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José 
Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas •-con salvedades-, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Olga Sánchez Cordero de García 



Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza. Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda 
Ayala.  
 
El Tribunal Pleno, el primero de diciembre en curso, aprobó, con el número 68/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a primero de 
diciembre de dos mil catorce. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2014 a las 09:35 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 15 de diciembre de 2014, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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REGISTRO DE PLATAFORMA ELECTORAL. EL ARTÍCULO 205, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DEL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCESOS ELECTORALES 
DEL ESTADO DE PUEBLA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO 
EN EL PERIÓDICO OFICIAL LOCAL EL 3 DE SEPTIEMBRE DE 2012, NO VIOLA 
EL PRINCIPIO DE CERTEZA ELECTORAL. 

 

Como se desprende del párrafo primero del precepto referido, el registro de la 
plataforma electoral de un partido político se encuentra vinculado, por ser necesario 
para llevarlo a cabo, con el de los candidatos que propondrá para ocupar los 
distintos cargos de elección popular. En esta lógica, el artículo 205, párrafo 
segundo, de la normativa electoral mencionada, no viola el principio de certeza 
contenido en el artículo 116, fracción IV, inciso b), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues los plazos previstos para llevar a cabo los 
registros referidos no se contraponen, sino que guardan una relación armónica, toda 
vez que el primero (de plataforma) se lleva a cabo en marzo, mientras que, 
conforme a la normativa aplicable, el de candidatos se realiza en la tercera semana 
de abril del año de la elección.  

  

Acción de inconstitucionalidad 48/2012 y su acumulada 52/2012. Partido Acción 
Nacional y Procuradora General de la República. 9 de julio de 2013. Mayoría de 
diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza; 
votó en contra: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón. 

 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de febrero en curso, aprobó, con el número 19/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete 
de febrero de dos mil catorce. 



 Nota: Esta tesis jurisprudencial se refiere a las razones aprobadas por diez votos, 
contenidas en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 48/2012 y 
su acumulada 52/2012, publicada tanto en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 10 de enero de 2014 a las 14:17 horas y, por ende, de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2014, como en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo I, enero de 2014, página 
356. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 31 de marzo de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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PROCESO ELECTORAL Y ETAPA DE PREPARACIÓN DE ELECCIONES. LOS 
ARTÍCULOS 79, PÁRRAFO SEGUNDO, 186 Y 189 DEL CÓDIGO DE 
INSTITUCIONES Y PROCESOS ELECTORALES DEL ESTADO DE PUEBLA, 
REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL 
LOCAL EL 3 DE SEPTIEMBRE DE 2012, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
CERTEZA EN LA MATERIA. 

 

Los preceptos citados establecen que el proceso electoral y la etapa de preparación 
de elecciones comenzarán con la primera sesión que celebre el Consejo General 
del instituto electoral estatal durante la primera semana de febrero del año en que 
deban celebrarse elecciones en la entidad, lo que es congruente con lo establecido 
en el artículo 3 de la Constitución Política del Estado, en vigor desde el 9 de enero 
de 2013, por lo que no vulneran el principio de certeza en la materia, contenido en 
el artículo 116, fracción IV, inciso b), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  

  

Acción de inconstitucionalidad 48/2012 y su acumulada 52/2012. Partido Acción 
Nacional y Procuradora General de la República. 9 de julio de 2013. Mayoría de 
diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y presidente Juan N. 
Silva Meza; votó en contra: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón. 

  
El Tribunal Pleno, el veintisiete de febrero en curso, aprobó, con el número 16/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete 
de febrero de dos mil catorce. 

 Nota: Esta tesis jurisprudencial se refiere a las razones aprobadas por diez votos, 
contenidas en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 48/2012 y 



su acumulada 52/2012, publicada tanto en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 10 de enero de 2014 a las 14:17 horas y, por ende, consideradas de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2014, como en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo I, enero de 
2014, página 356. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de marzo de 2014 a las 09:53 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del martes 18 de marzo de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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CONSEJEROS DISTRITALES Y MUNICIPALES EN EL ESTADO DE PUEBLA. 
EL DISEÑO NORMATIVO QUE REGULA EL PLAZO DE SU DESIGNACIÓN NO 
VULNERA LOS PRINCIPIOS DE CERTEZA Y OBJETIVIDAD EN MATERIA 
ELECTORAL. 

 

En relación con la designación de los funcionarios electorales aludidos, el Código 
de Instituciones y Procesos Electorales de la entidad referida, reformado mediante 
decreto publicado en el Periódico Oficial local el 3 de septiembre de 2012: a) 
Establece que el proceso comicial comenzará la primera semana de febrero del año 
en que se celebre la jornada electoral; b) Dispone que los consejeros en comento 
deberán entrar en funciones, a más tardar, el mismo mes; c) Precisa quién está 
facultado para designarlos; d) Prevé un procedimiento específico al efecto, así como 
los distintos aspectos que tienen que observarse en él y, e) Define las actividades 
de las que se encargarán quienes sean nombrados en dichos cargos. En esta 
lógica, toda vez que las reglas a observar por las autoridades en relación con el 
procedimiento respectivo fueron fijadas de manera clara y oportuna, y la 
instrumentación respectiva las vincula a ajustar su actuación a los plazos y 
condiciones establecidos al efecto, se concluye que el diseño normativo que regula 
el plazo de designación en comento no vulnera los principios de certeza y 
objetividad contenidos en el artículo 116, fracción IV, inciso b), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

  

Acción de inconstitucionalidad 48/2012 y su acumulada 52/2012. Partido Acción 
Nacional y Procuradora General de la República. 9 de julio de 2013. Mayoría de 
diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y presidente Juan N. 
Silva Meza; votó en contra: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón. 



  
El Tribunal Pleno, el veintisiete de febrero en curso, aprobó, con el número 15/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete 
de febrero de dos mil catorce. 

Nota: Esta tesis jurisprudencial se refiere a las razones aprobadas por diez votos, 
contenidas en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 48/2012 y 
su acumulada 52/2012, publicada tanto en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 10 de enero de 2014 a las 14:17 horas y, por ende, consideradas de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2014, como en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo I, enero de 
2014, página 356. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de marzo de 2014 a las 09:53 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del martes 18 de marzo de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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ACREDITACIÓN Y REGISTRO DE PARTIDOS POLÍTICOS. LOS ARTÍCULOS 
31, PÁRRAFO PRIMERO Y 32 DEL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCESOS 
ELECTORALES DEL ESTADO DE PUEBLA, REFORMADOS MEDIANTE 
DECRETO PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL LOCAL EL 3 DE 
SEPTIEMBRE DE 2012, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE CERTEZA 
ELECTORAL. 

 

Los preceptos citados establecen, respectivamente, que los partidos políticos 
nacionales deberán acreditar, durante el mes de enero del año del proceso, que 
cumplen con los requisitos previstos en la normativa y que la convocatoria para 
obtener el registro como partido político estatal se emitirá en el mes de febrero del 
año anterior al de la elección. Así, toda vez que las fechas referidas son anteriores 
a que se inicie el proceso electoral, las previsiones referidas no transgreden el 
principio de certeza contenido en el artículo 116, fracción IV, inciso b), de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, máxime que la ley 
establece, en cada caso, los parámetros, reglas y requisitos que deberán cumplirse 
para desahogar las etapas mencionadas, así como el tiempo para desarrollar las 
actividades respectivas, que se llevarán a cabo con suficiente anticipación a que se 
inicie el proceso comicial y las autoridades que participan en su sustanciación, lo 
que brinda claridad y seguridad a los actores políticos quienes conocerán, 
oportunamente, qué partidos políticos podrán participar en la elección 
correspondiente.  

  

Acción de inconstitucionalidad 48/2012 y su acumulada 52/2012. Partido Acción 
Nacional y Procuradora General de la República. 9 de julio de 2013. Mayoría de 
diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y presidente Juan N. 



Silva Meza; votó en contra: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón. 

  
El Tribunal Pleno, el veintisiete de febrero en curso, aprobó, con el número 17/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete 
de febrero de dos mil catorce. 

 Nota: Esta tesis jurisprudencial se refiere a las razones aprobadas por diez votos, 
contenidas en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 48/2012 y 
su acumulada 52/2012, publicada tanto en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 10 de enero de 2014 a las 14:17 horas y, por ende, consideradas de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2014, como en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo I, enero de 
2014, página 356. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de marzo de 2014 a las 09:53 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del martes 18 de marzo de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. LOS ARTÍCULOS 116, 254, FRACCIÓN 
III, 272 Y 276 DE LA LEY ELECTORAL DE QUINTANA ROO, SON 
CONSTITUCIONALES. 

 

Si bien es cierto que los artículos 52, 54, 115 y 116 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos establecen el principio de representación 
proporcional para los partidos políticos, ello no impide que los Estados, dentro de 
su libertad configurativa, puedan preverla para las candidaturas independientes, 
máxime que no existe una restricción expresa en la propia Ley Fundamental en el 
sentido de que los ciudadanos puedan aspirar a concursar a cargos de elección 
popular, exclusivamente a través del principio de mayoría relativa. En esta lógica, 
la restricción y la diferenciación realizadas por el Congreso de Quintana Roo en los 
artículos señalados en el subtítulo, que fueron publicados en el Periódico Oficial del 
Estado el 7 de diciembre de 2012, resultan constitucionales, al establecer que los 
ciudadanos puedan acceder a un cargo de elección únicamente a través del 
principio de mayoría relativa, toda vez que ello resulta acorde con la libre 
configuración previamente aludida, que asiste efectivamente al órgano legislativo 
estatal, en cuanto a la posibilidad de permitir el acceso de los candidatos 
independientes a los cargos de elección popular, bajo los principios de mayoría 
relativa o de representación proporcional, o bien, bajo uno solo de dichos principios.  

  

Acción de inconstitucionalidad 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 69/2012. 
Partido Acción Nacional y otros. 14 de marzo de 2013. Mayoría de seis votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz 
Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y Juan N. Silva Meza; votaron en contra: Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María 
Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado 



El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número III/2014 
(10a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero 
de dos mil catorce. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. LOS ARTÍCULOS 87, FRACCIÓN II, 118, 
120, 128, 130, 136, 138 Y 314 DE LA LEY ELECTORAL DE QUINTANA ROO, NO 
CONTRAVIENEN EL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN IV, INCISO H), DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

Los citados preceptos, reformados, adicionados y reubicados, respectivamente, 
mediante Decreto Número 199, publicado en el Periódico Oficial del Estado de 
Quintana Roo, el 7 de diciembre de 2012 que prevén, entre otras cuestiones, lo 
relativo al límite del financiamiento para la obtención del respaldo ciudadano, no 
transgreden la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el 
artículo 87, fracción II, en relación con el diverso 120, ambos de la Ley Electoral de 
Quintana Roo, establecen un límite del 10% para las aportaciones privadas que 
pueden efectuarse en favor de los candidatos independientes, como se prevé para 
los partidos políticos, lo que resulta conforme con el artículo 116, fracción IV, inciso 
h), de la Constitución Federal.  

  

Acción de inconstitucionalidad 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 69/2012. 
Partido Acción Nacional y otros. 14 de marzo de 2013. Unanimidad de once votos 
de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita 
Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls 
Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan 
N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.  
 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 6/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de 
enero de dos mil catorce.  



  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN IX, DE LA 
LEY ORGÁNICA DEL INSTITUTO ELECTORAL DE QUINTANA ROO, NO 
CONTRAVIENE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 

 

El citado precepto, reformado mediante Decreto Número 199, publicado en el 
Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo, el 7 de diciembre de 2012, al prever 
que la Dirección de Partidos Políticos del Instituto Electoral local vigilará que los 
contenidos de la propaganda y de la difusión de los partidos políticos, coaliciones y 
candidatos independientes en medios de comunicación, se encuentren apegados a 
los requisitos exigidos por la Ley Electoral de la entidad, no contraviene la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no trastoca, por sí 
mismo, el monopolio de la administración de tiempos en radio y televisión que le 
compete al Instituto Federal Electoral, ya que la vigilancia que lleve a cabo el 
organismo administrativo electoral local no guarda relación con la asignación de 
tiempos establecida por el artículo 41, base III, apartado B, de la Constitución 
Federal, además de que la referida facultad es congruente con la obligación de 
dicho ente federal de cuidar que se cumplan los criterios rectores de la materia 
electoral, en tanto implica la obligación de la autoridad local de dar parte al propio 
Instituto Federal Electoral sobre la posible comisión de faltas, pero no puede 
entenderse que le otorgue atribuciones para incoar procedimientos administrativos 
sancionadores o emitir medidas cautelares, lo que es competencia exclusiva de la 
autoridad federal.  

  

Acción de inconstitucionalidad 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 69/2012. 
Partido Acción Nacional y otros. 14 de marzo de 2013. Unanimidad de once votos 



de los señores Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, 
Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto 
Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Jorge Jannu Lizárraga Delgado. 

  
 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 9/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de 
enero de dos mil catorce. 

  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. EL ARTÍCULO 143, FRACCIÓN IV, DE LA 
LEY ELECTORAL DE QUINTANA ROO, ES CONSTITUCIONAL. 

 

El citado precepto, adicionado mediante Decreto Número 199, publicado en el 
Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo, el 7 de diciembre de 2012, al prever 
como prerrogativas y derechos de los candidatos independientes registrados la 
realización de actos de campaña y la difusión de propaganda electoral en los 
términos permitidos por dicha ley, es constitucional, porque la determinación de 
efectuar o no campaña en el caso de las candidaturas independientes es 
competencia del legislador ordinario.  

  

Acción de inconstitucionalidad 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 69/2012. 
Partido Acción Nacional y otros. 14 de marzo de 2013. Unanimidad de once votos 
de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita 
Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls 
Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan 
N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.  
 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 8/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de 
enero de dos mil catorce.  

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 



obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. EL ARTÍCULO 119 DE LA LEY 
ELECTORAL DE QUINTANA ROO NO TRANSGREDE LOS ARTÍCULOS 41, 
BASE III, APARTADOS A Y B, Y 116, FRACCIÓN IV, INCISO I), DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

El citado precepto, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo el 
7 de diciembre de 2012, en su primer párrafo, al prever que de aprobarse el registro 
de candidatos independientes, el Instituto Electoral del Estado dará aviso al Instituto 
Federal Electoral para los efectos relativos al acceso de éstos a la radio y televisión, 
sólo establece un acto de notificación, pero no concede facultades a la autoridad 
local para administrar tiempos en esa materia, ni para girar instrucciones u ordenar 
al órgano federal que actúe de determinada forma. Por su parte, el segundo párrafo 
del precepto indicado establece que el Instituto Electoral Estatal pondrá a 
consideración del Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral una 
propuesta de distribución de los tiempos referidos tomando en consideración el 
número de candidatos registrados para cada cargo de elección popular, lo que no 
transgrede los preceptos constitucionales citados en el subtítulo porque no se 
refiere a cuestiones relacionadas con la administración de los tiempos en radio y 
televisión que corresponden al Estado, cuya administración y distribución compete 
de forma exclusiva a la autoridad administrativa electoral federal.  

  

Acción de inconstitucionalidad 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 69/2012. 
Partido Acción Nacional y otros. 14 de marzo de 2013. Unanimidad de once votos 
de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita 
Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls 



Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan 
N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.  
 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 7/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de 
enero de dos mil catorce.  

  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013 
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CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. LA OBLIGACIÓN IMPUESTA A LOS 
CANDIDATOS CIUDADANOS DE PARTICIPAR EN PRECAMPAÑAS 
ELECTORALES, RESPETA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y EQUIDAD EN 
MATERIA ELECTORAL (LEGISLACIÓN ELECTORAL DE QUINTANA ROO). 

 

El artículo 134 de la Ley Electoral de Quintana Roo establece que sólo tendrá 
derecho a registrarse como candidato independiente aquel ciudadano que, de 
manera individual, por fórmula o planilla, según sea el caso, obtenga el mayor 
número de manifestaciones de apoyo válidas. En este sentido, aun cuando la figura 
de elección interna de candidatos, conocida y regulada legalmente como 
precampaña electoral, en principio, es aplicable únicamente al sistema de partidos 
políticos, ello no excluye la posibilidad de que el legislador local establezca que las 
candidaturas independientes puedan surgir de procesos previos de selección entre 
aspirantes ciudadanos, atendiendo a las necesidades sociales y al desarrollo 
democrático del país. De esta forma, aunque en uso de la libertad de configuración 
legislativa que le asiste, la Legislatura Local estableció un mecanismo para que los 
ciudadanos puedan acceder al registro de una candidatura bajo un filtro muy similar 
al de una elección interna de los partidos políticos y condicionado al respaldo 
ciudadano, ello no constituye una limitación al ejercicio del derecho político y, por el 
contrario, garantiza el ejercicio efectivo del derecho a ser votado como candidato 
independiente, pues permite que quien aspira a contender por un cargo público 
cuente con un respaldo significativo de la población y que su participación se dé en 
condiciones de equidad electoral frente a quienes se postulen a través de un partido 
político. En ese orden, en la medida en que las reglas sobre el particular se 
encuentran plenamente predeterminadas, se respetan los principios de equidad y 



legalidad en materia electoral contenidos en el artículo 116, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

  

Acción de inconstitucionalidad 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 69/2012. 
Partidos Políticos Nacionales Acción Nacional, de la Revolución Democrática y del 
Trabajo. 14 de marzo de 2013. Unanimidad de once votos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado. 

El Tribunal Pleno, el veinticuatro de junio en curso, aprobó, con el número 20/2013 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veinticuatro 
de junio de dos mil trece. 
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SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CON 
BASE EN LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO, CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO INCIDA TOTALMENTE SOBRE CUESTIONES RELACIONADAS 
CON EL PROCESO ELECTORAL O DE NORMAS, ACTOS O RESOLUCIONES 
DE TAL CONTENIDO. 

 

 
Cuando el acto reclamado en el amparo incida totalmente sobre cuestiones 
relacionadas con el proceso electoral o se trate de normas, actos o resoluciones de 
tal contenido, es improcedente conceder la suspensión con base en la apariencia 
del buen derecho, ya que no es factible reconocer al quejoso, ni aun 
provisionalmente, un derecho político-electoral a través de una vía constitucional 
que no es la idónea para reclamar su violación, aun cuando haga valer también la 
de otros derechos fundamentales. 
  
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.  

  

Incidente de suspensión (revisión) 31/2013. Consejero Presidente del Consejo 
General del Instituto Electoral de Quintana Roo. 6 de marzo de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Atanacio Alpuche Marrufo. Secretaria: María del Rosario 
Franco Rosales. 
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ACUERDO QUE DETERMINA PROCEDENTE UNA SOLICITUD DE CONSULTA 
POPULAR EN TÉRMINOS DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA 
EL ESTADO DE QUINTANA ROO. EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL 
JUICIO DE AMPARO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XV, DE 
LA LEY DE LA MATERIA. 

 

El artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo prevé la improcedencia del juicio 
cuando se impugnen resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes 
en materia electoral. Por tanto, cuando se impugna un acuerdo mediante el cual se 
declara procedente una solicitud de consulta popular fundada en la Ley de 
Participación Ciudadana para el Estado de Quintana Roo, dicha causal de 
improcedencia se actualiza de forma manifiesta e indudable. Lo anterior, porque 
además de que la autoridad que emitió el acuerdo impugnado –como acto de 
aplicación de una normativa de contenido eminentemente electoral– se trata de 
una autoridad en esa materia, sin duda, aunado a que la organización y el 
desarrollo de un mecanismo de democracia directa, como lo es la consulta 
ciudadana o popular, tiene un contenido propio de un proceso electoral, en que se 
vinculan, al igual que en las elecciones de representantes populares, contenidos 
propios de derechos político-electorales, en los que debe garantizarse el voto 
universal, libre, secreto y directo; así como las demás garantías previstas 
constitucionalmente para su ejercicio. 
  
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.  

  

Queja 146/2018. Nicolás Fernando Puerto Castillo. 21 de junio de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretario: José 
Francisco Aguilar Ballesteros. 



  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de enero de 2019 a las 10:26 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ARTÍCULO CUARTO 
TRANSITORIO DEL DECRETO NÚMERO 422 DE REFORMAS Y ADICIONES A 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, 
PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 17 DE FEBRERO 
DE 2011, ES DE NATURALEZA ELECTORAL PARA EFECTOS DE SU 
PROCEDENCIA. 

 

El citado precepto se relaciona directamente con el artículo segundo transitorio del 
propio Decreto Número 422, pues establece la fecha de conclusión del encargo del 
Concejo Municipal en el Municipio de Bacalar, al prever que aquél asumirá las 
funciones administrativas y políticas del Municipio que se crea, el 11 de abril de 
2011, día siguiente al en que tomarán posesión los Ayuntamientos Constitucionales 
del Estado y concluirá sus funciones a las 24:00 horas del 29 de septiembre de 
2013, fecha en que concluyen en su encargo los Ayuntamientos del Estado, con lo 
que evidentemente complementa lo establecido en el indicado artículo segundo 
transitorio que desplaza la fecha de realización de las elecciones del Ayuntamiento 
de Bacalar y en definitiva involucra los derechos político-electorales de sus 
ciudadanos; de ahí que el artículo cuarto transitorio del Decreto referido sea de 
naturaleza electoral para efectos de la procedencia de la acción de 
inconstitucionalidad, ya que se cumple el extremo del artículo 105, fracción II, inciso 
f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de 
que para que la promovida por un partido político nacional proceda, debe tratarse 
de "leyes electorales federales o locales".  

  



Acción de inconstitucionalidad 8/2011. Partido de la Revolución Democrática. 14 
de junio de 2011. Once votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: 
Nínive Ileana Penagos Robles y Jesús Antonio Sepúlveda Castro.  
 
El Tribunal Pleno, el tres de mayo en curso, aprobó, con el número 2/2012 (9a.), la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de mayo de dos 
mil doce.  
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ARTÍCULO SEGUNDO 
TRANSITORIO DEL DECRETO NÚMERO 422 DE REFORMAS Y ADICIONES A 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, 
PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 17 DE FEBRERO 
DE 2011, ES DE NATURALEZA ELECTORAL PARA EFECTOS DE SU 
PROCEDENCIA. 

 

El citado precepto contiene disposiciones que establecen las fechas de inicio del 
proceso y jornada electorales, así como de la instalación y conclusión de funciones 
del primer Ayuntamiento electo del recién creado Municipio de Bacalar, lo que 
incide directamente en el proceso electoral correspondiente e impacta en los 
derechos electorales de los ciudadanos de dicha localidad de votar y ser votados; 
esto es, señala las fechas de desarrollo del proceso electoral y el consecuente 
periodo de gestión de los funcionarios electos, desplazando el inicio del primer 
proceso electoral del nuevo Municipio al 16 de marzo de 2013; el de la jornada 
electoral al primer domingo de julio de ese año; el de instalación del Ayuntamiento 
electo al 30 de septiembre de la propia anualidad y el de conclusión de funciones 
al 29 de septiembre de 2016. En ese tenor, el artículo segundo transitorio del 
Decreto citado es de naturaleza electoral para los efectos de la procedencia de la 
acción de inconstitucionalidad, pues se cumple el extremo del artículo 105, fracción 
II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el 
sentido de que para que la promovida por un partido político nacional proceda, 
debe tratarse de "leyes electorales federales o locales".  



  

Acción de inconstitucionalidad 8/2011. Partido de la Revolución Democrática. 14 
de junio de 2011. Once votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: 
Nínive Ileana Penagos Robles y Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 

 El Tribunal Pleno, el tres de mayo en curso, aprobó, con el número 1/2012 (9a.), 
la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de mayo de 
dos mil doce.  
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LOS ARTÍCULOS 143, PÁRRAFOS 
CUARTO Y QUINTO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y 11, PÁRRAFOS 
CUARTO Y QUINTO, DE LA LEY DE LOS MUNICIPIOS, AMBAS DEL ESTADO 
DE QUINTANA ROO, REFORMADOS MEDIANTE DECRETO NÚMERO 433, 
PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 2 DE MARZO 
DE 2011, SON DE NATURALEZA ELECTORAL PARA EFECTOS DE SU 
PROCEDENCIA. 

 

Los citados preceptos prevén el nombramiento de un Concejo Municipal en los 
supuestos no previstos en los párrafos primero, segundo y tercero de cada artículo, 
y precisan que aquél asumirá las funciones del Ayuntamiento hasta en tanto entren 
en el desempeño de su encargo los integrantes electos mediante el sufragio 
universal, libre, secreto y directo de los ciudadanos, conforme a las leyes 
correspondientes; además, establecen los requisitos para que un vecino del 
Municipio sea nombrado concejal; lo que incide directamente en el proceso 
electoral correspondiente e impacta en los derechos electorales de los ciudadanos 
de votar y ser votados. Lo anterior es así, porque dichas normas indirectamente 
involucran derechos político-electorales de los ciudadanos de los Municipios de la 
entidad; de ahí que su naturaleza es electoral para efectos de la procedencia de la 
acción de inconstitucionalidad, pues se cumple el extremo del artículo 105, fracción 
II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el 
sentido de que para que la promovida por un partido político nacional proceda, 
debe tratarse de "leyes electorales federales o locales".  



  

Acción de inconstitucionalidad 8/2011. Partido de la Revolución Democrática. 14 
de junio de 2011. Once votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: 
Nínive Ileana Penagos Robles y Jesús Antonio Sepúlveda Castro.  
 
El Tribunal Pleno, el tres de mayo en curso, aprobó, con el número 3/2012 (9a.), la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de mayo de dos 
mil doce.  
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 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LOS ARTÍCULOS QUINTO Y SEXTO 
TRANSITORIOS DEL DECRETO NÚMERO 422 DE REFORMAS Y ADICIONES 
A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, 
PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 17 DE 
FEBRERO DE 2011, NO SON DE NATURALEZA ELECTORAL PARA 
EFECTOS DE SU PROCEDENCIA. 

 

Los citados preceptos tienen su origen en la creación del Municipio de Bacalar en 
el Estado de Quintana Roo, de cuya lectura se advierte que el Congreso Local 
determinó designar un Concejo Municipal encargado de la administración del ente 
recién creado, y prever los procesos de coordinación y la transferencia de servicios 
públicos e infraestructura -información necesaria para la continuidad en la 
prestación de los servicios públicos del Gobierno Municipal de Othón P. Blanco, 
con el Concejo Municipal de Bacalar-, así como la redistribución de las 
participaciones y aportaciones al Municipio recién creado, acorde con la Ley de 
Coordinación Fiscal, lo que evidentemente escapa a la naturaleza electoral, pues 
no regula directa ni indirectamente los procesos electorales ni se relaciona con 
ellos, ni desplaza el voto de sus habitantes; de ahí que dichas normas no son de 
naturaleza electoral para efectos de la procedencia de la acción de 
inconstitucionalidad, pues no se cumple lo previsto en el artículo 105, fracción II, 
inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido 
de que para que la promovida por un partido político nacional proceda, debe 
tratarse de "leyes electorales federales o locales".  



  

Acción de inconstitucionalidad 8/2011. Partido de la Revolución Democrática. 14 
de junio de 2011. Once votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: 
Nínive Ileana Penagos Robles y Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 

 El Tribunal Pleno, el tres de mayo en curso, aprobó, con el número 4/2012 (9a.), 
la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de mayo de 
dos mil doce.  
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ARTÍCULO 80, FRACCIÓN I, DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUINTANA ROO, QUE ESTABLECE REQUISITOS PARA OCUPAR EL CARGO 
DE GOBERNADOR DEL ESTADO, CONSTITUYE UNA LEY ELECTORAL 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE ESE MEDIO DE CONTROL DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al pronunciarse respecto de las 
características de las normas de naturaleza electoral que pueden impugnarse a 
través de la acción de inconstitucionalidad, sostuvo que no son sólo las contenidas 
en leyes o códigos electorales sustantivos, sino también las vinculadas directa o 
indirectamente con los procesos electorales. En ese sentido, se concluye que el 
artículo 80, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Quintana Roo, que establece requisitos de elegibilidad para ocupar el cargo de 
Gobernador del Estado, es de naturaleza electoral, en tanto modula el ejercicio 
del derecho político-electoral a ser votado, si se toma en cuenta que, en términos 
de la Ley Electoral de Quintana Roo, no podrá registrarse a una persona como 
candidato al referido cargo si no cumple con todos los requisitos del precepto 
indicado, situación que no puede ubicarse al margen del ámbito electoral y de los 
procesos electorales, para efecto de la procedencia de la acción de 
inconstitucionalidad, máxime que el registro de un candidato constituye, por sí 
mismo, un acto inmerso en los procesos electorales, siendo la autoridad electoral 
la encargada de negarlo u otorgarlo.  



  

Acción de inconstitucionalidad 74/2008. Partido de la Revolución Democrática. 12 
de enero de 2010. Once votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Encargado del 
engrose: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Laura García Velasco. 

 El Tribunal Pleno, el trece de enero en curso, aprobó, con el número 1/2011, la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, D.F., a trece de enero de dos mil once. 

  
 

 
 

  
 

  

 
 

  
 

  

 
 

  
 


